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			Este libro no habría visto la luz pública sin el entusiasmo y el incansable trabajo de Marina Gómez Robledo quien en todo momento me asistió en la generación y clasificación de la información y me llenó de buenas ideas. Agradezco a Leonardo Núñez González la revisión de todas las cifras contenidas en el libro y las largas horas de conversaciones sobre política que sin duda lo hicieron mejor.
















			






			   






			Introducción






			Las democracias se destruyen por distintas vías. A finales del siglo XX se vivió a nivel global lo que Samuel P. Huntington llamó la tercera ola de la democratización. Entonces, de 1974 a 1990, más de 30 países dejaron atrás sus regímenes autoritarios y transitaron a la democracia. La mayoría de esos autoritarismos habían sido producto de golpes de Estado. Ahora las cosas son distintas. Por contradictorio que parezca, las democracias están siendo víctimas “no de las balas sino de los votos”, como diría el profesor Jorge I. Domínguez. Los nuevos autócratas llegan al poder por la vía electoral y una vez en el cargo debilitan o incluso desfiguran la democracia. Ejemplos sobran: Hungría, Turquía, Polonia, Brasil, Bolivia, Venezuela, El Salvador o Nicaragua. Hasta Putin en Rusia.






			Latinobarómetro las llama electo-dictaduras.






			En algunos casos los presidentes en funciones cambian las reglas electorales para mantenerse en el poder ya sea aprovechándose del control de sus congresos o capturando al Poder Judicial. Así sucedió en Colombia, Ecuador, Honduras, Bolivia o El Salvador. En otros, amplían sus facultades con leyes habilitantes o su equivalente amasando más poder que el que les otorgaban las constituciones y deshaciéndose de los molestos obstáculos impuestos por los otros poderes, como en Venezuela o Nicaragua.






			Hay en ellos un denominador común: son todos regímenes en los que el Estado de derecho no aplica, se violan las garantías fundamentales, se limitan las libertades, se impide la participación social, se debilita a las instituciones, se aprueban normas antidemocráticas e inconstitucionales con la mayoría del oficialismo, se recurre a prácticas electorales que favorecen al partido en el poder, se desprestigia, anula, captura o elimina a los órganos autónomos, se desmantela a la burocracia preexistente para poblarla de leales y se falsea la información mediante la eliminación de intermediaciones para tener una relación directa con el pueblo.






			El punto central es que el declive de las democracias se perpetra desde el poder y en nombre de la voluntad popular. Esa voluntad popular que se transfigura en un “nuevo modelo de gobierno” que se ha denominado populismo y que se funda en “una relación directa entre el líder y los miembros de la sociedad a los que se considera personas correctas o buenas”, en “el que el pueblo es uno y está representado por un líder”. Dicho de otra forma “el populismo es el rostro del líder”, según Nadia Urbinati en Yo, el pueblo. Cómo el populismo transforma la democracia.






			En el pensamiento del líder populista veríamos una lógica discursiva como la siguiente: las elecciones sirven para develar las necesidades de la mayoría. Atender esas necesidades es lo más democrático que hay porque representa lo que más personas quieren. Yo gané porque la mayoría me eligió. Esa mayoría es la que sabe, es el pueblo bueno. Yo soy parte de ese pueblo, por lo que yo sé lo que el pueblo bueno necesita. Yo soy el pueblo y el pueblo soy yo.






			El populismo desfigura a la democracia porque esta, como explica Urbinati, tiene como fin garantizar los derechos básicos de las personas, limitar el poder del gobernante a partir de la división de poderes y de los contrapesos institucionales, al brindar oportunidades y asegurar los procedimientos para las alternancias de los gobiernos y de las mayorías, y al crear mecanismos que permiten a la población participar en la política, influir en las decisiones, votar por sus representantes y exigir resultados.






			El populismo distorsiona a la democracia porque el líder populista considera tener “la interpretación acertada del bien común” y ser el único representante del pueblo, y esta legitimidad le da, según su visión, el poder para tomar decisiones, aunque estas vayan en contra de la Constitución y el resto de los ordenamientos jurídicos.






			No sé si el gobierno de Andrés Manuel López Obrador encaja exactamente en las múltiples definiciones de populismo, pero en algo se le parece. Ha debilitado la división de poderes y a los órganos autónomos que actúan como contrapeso al Ejecutivo, incluidas las instituciones garantes de los procedimientos electorales, ha desaparecido las intermediaciones para tener una relación directa con “el pueblo”, utiliza la justicia con criterios políticos, pasa por encima de la ley cuando esta le estorba, se mantiene en campaña permanente, mina la libertad de expresión y difunde información falsa de manera sistemática, y ha hecho a un lado el conocimiento científico y técnico o todo pensamiento que difiere de “su verdad”.






			Como describe Jesús Silva-Herzog en La casa de la contradicción, AMLO está convencido de que el halo de su pureza es suficiente para terminar con la corrupción, pues si el presidente es honesto, todos lo serán. “Las instituciones son juguetes de la mafia, las leyes suelen ser obstáculo de la justicia, la sociedad civil es una farsa, los medios son instrumentos de la reacción, la burocracia es un estorbo. Solo él y el pueblo que él encarna le merecen confianza”.






			La palabra de López Obrador ha sido, paradójicamente, su fuerza y su condena.






			Ha gobernado y mantenido una alta popularidad a través del discurso, pero el estado de la nación revela una realidad que todos los días desmiente su oratoria.






			Al cierre del quinto año de gobierno está claro que la denominada Cuarta Transformación fracasó en la mayoría de sus frentes. Las promesas de una revolución por la vía pacífica no llegaron y a menos de un año de entregar el poder ni siquiera estarán dadas las bases para ello.






			El presidente logró instalar en el discurso la locución y hoy casi todos nos referimos a la 4T. Es difícil definirla. Lo de “Cuarta” se refiere a una ilusoria mutación del régimen político equiparable a la Independencia, la guerra de Reforma o la Revolución mexicana. Lo de “Transformación”, a lo que él llama, según la ocasión: una revolución por la vía pacífica, una auténtica regeneración de la vida pública de México, el cambio de la mentalidad del pueblo, la revolución de las conciencias, la ruptura del molde con el que se hacía la vieja política, el nuevo humanismo mexicano o el proyecto de gobierno plasmado en los 100 compromisos dados a conocer en su discurso de toma de posesión. En realidad, hay una identidad entre su persona y la 4T.






			No importa cómo se la defina porque al fin y al cabo es parte de su megalomanía. Lo que sí importa es que al inicio de su sexenio y antes de sentarse en la silla presidencial hizo cuatro promesas: un crecimiento económico de 6%, la disminución sensible de la pobreza, el combate a la corrupción y la seguridad para todos los mexicanos.






			Ninguna se ha cumplido. Al quinto año de gobierno el producto interno bruto (PIB) creció 0.6% respecto al 2018. Sin embargo, como la población creció 0.9%, el PIB per cápita hoy es 0.3% menor que el que se registraba al inicio del sexenio. Los homicidios superaron al cierre de 2023 la cifra de 173 000. Más que los 122 000 del sexenio de Enrique Peña Nieto o los 96 000 del de Felipe Calderón. La más alta desde que se mide este indicador. La corrupción no ha cedido un ápice y, según las encuestas, la mayoría de la población reprueba la política anticorrupción. Además de los grandes escándalos de corrupción como fue el de Seguridad Alimentaria Mexicana (Segalmex), según las encuestas, la mayoría de la población reprueba la política anticorrupción. Consulta Mitofsky reporta que al 3 de diciembre 71.6% de la población pensaba que había “mucha o regular” corrupción en el país. Finalmente, aunque el Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social (Coneval) reportó con cifras de 2022 una disminución de 6.9% de la población en situación de pobreza, la misma institución informó sobre un aumento en la pobreza extrema (de 8.7 a 9.1 millones de personas), un ligero incremento de pobreza por ingresos de 9.1 a 9.3 millones de personas, un aumento de 18.8 a 50.4 millones de personas sin acceso a la salud, además del rezago educativo, que pasó de 22.3 a 25.1 millones. En este último sector, el reporte general del Programa para la Evaluación de los Estudiantes (PISA, por sus siglas en inglés) reveló que los resultados de los estudiantes mexicanos en matemáticas y ciencias fueron inferiores a los de 2018. De los 80 países que mide la prueba estandarizada PISA, México ocupa el lugar 52.






			A estas cuatro banderas las precedieron otras ofertas y en los primeros años vinieron muchas más: desmilitarización en las tareas de seguridad, ya no el combate sino el fin de la corrupción y la impunidad, un sistema de salud como el de Dinamarca, educación de calidad, justicia para las víctimas del pasado (y del presente), desaparición de sobreprecios en las obras, prohibición de las adjudicaciones directas, transparencia gubernamental, abandono del influyentismo, austeridad republicana…






			No cumplió.






			Junto a todas estas extraordinarias promesas, en su primer discurso como presidente electo ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, López Obrador ofreció que bajo su gestión el Ejecutivo no sería nunca más “el poder de los poderes” ni buscaría “someter a otros poderes”. “El Estado democrático de derecho transitará del ideal a la realidad”.






			No cumplió.






			Meses después, el día de su toma de posesión, empeñó su palabra en el sentido de que se acabaría la vergonzosa tradición de fraudes electorales, que las elecciones “serán” limpias y libres y que quien utilizara recursos públicos o privados para comprar votos y traficar con la pobreza de la gente o utilizara el presupuesto para favorecer a candidatos o partidos iría a la cárcel sin derecho a fianza.






			Tampoco cumplió.






			Pocos presidentes han llegado a su encargo con tanta legitimidad electoral, poder y respaldo popular como López Obrador. El 53% del voto popular, la mayoría simple en ambas cámaras y la calificada con sus aliados en la de Diputados. Una oposición fragmentada, debilitada y desprestigiada. Empresarios expectantes dispuestos a llevar la fiesta en paz y habiendo dejado atrás —al menos en el discurso— la idea de que AMLO era un peligro para México. Organizaciones de todas las causas sociales abrigando la esperanza de interlocución y colaboración con el nuevo gobierno. Solo le faltó, al momento de llegar a la presidencia, el control del poder territorial a través de los gobernadores. El partido Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) lo fue ganando y hoy tiene 23 gubernaturas en sus manos.






			La mesa estaba puesta para impulsar sus banderas sin mayores trabas. Puesta para gobernar apegándose a la Constitución, sin necesidad de violar la ley y sin recurrir a facultades extraordinarias. Puesta para reclutar al mejor talento. Puesta para congregar mayores apoyos. Puesta, incluso, para dialogar con la oposición que estaba en condiciones de gran debilidad.






			Hizo todo lo contrario. Con su partido ordenó aprobar decenas de leyes, decretos y reglamentos que han sido judicializados en todo tipo de tribunales y, particularmente, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN). Despreció el talento para dirigir áreas especializadas de la administración pública. Poco a poco fue apartando a amplios sectores que le dieron su voto. Mujeres, víctimas, personal médico, jóvenes, universitarios, personajes del mundo de la cultura, integrantes de la sociedad civil. Hoy se reconocen muchas restas y una sola pero muy importante y preocupante suma: las Fuerzas Armadas.






			Ante un contexto tan propicio y sin necesidad alguna, optó por honrar el título de aquel libro en coautoría con Felipe González, que deliberadamente descansaba en su escritorio durante una entrevista en el periodo de transición entre presidente electo y constitucional, cuyo título era muy revelador: ¿Quién manda aquí?






			El resultado: el gobierno de Andrés Manuel López Obrador se ha caracterizado por ser una administración en la que privan la (des)institucionalización, la ilegalidad, la impunidad, la (des)información, la incompetencia y la incongruencia.






			De esto trata este libro.






			Cada una de estas íes será ejemplificada en sendos capítulos, pero existen tres casos que resultan muy ilustrativos porque engloban, cada uno, a las seis: uno fue el operativo llevado a cabo para capturar a Ovidio Guzmán —hijo del narcotraficante Joaquín el Chapo Guzmán— el 17 de octubre de 2019 en Culiacán, Sinaloa. El otro fue el manejo de la crisis sanitaria ocasionado por la pandemia por covid-19. Y el tercero, por supuesto, la reacción gubernamental ante la inminencia y los destrozos del huracán Otis en las costas de Guerrero.






			EL “CULIACANAZO”






			La acción llevada a cabo para capturar a Ovidio Guzmán es un buen condensado de las características que definen a la administración de Andrés Manuel López Obrador, en la que privan las íes antes mencionadas.






			La (des)información fue el sello de la comunicación desde el jueves 17 de octubre de 2019 hasta el recuento de hechos en la mañanera del 31 del mismo mes.






			Ese jueves corrió la noticia de una balacera en Culiacán. El caos informativo fue monumental. La balacera comenzó a correr en videos por las redes. Horas después nos enteramos de que fue ocasionada por el crimen organizado ante un operativo para aprehender a Ovidio Guzmán. Poco más tarde supimos que lo habían liberado en el mismo inmueble en que lo habían capturado. El New York Times informó que otro hijo de Joaquín el Chapo Guzmán Loera —Iván Archivaldo— también había sido retenido y liberado cuando sujetos armados se impusieron a la policía.






			El manejo de la información fue caótico, inexacto, cambiante y contradictorio. La primera versión oficial fue la del secretario de Seguridad Ciudadana —el presidente López Obrador se encontraba en Oaxaca—, quien, acompañado de los secretarios de la Defensa y de la Marina, junto con el director del Centro Nacional de Inteligencia y el titular de la Guardia Nacional, informó que alrededor de las 15:30 horas una patrulla integrada por 30 guardias y militares realizaba un patrullaje en el fraccionamiento Tres Ríos cuando fueron agredidos desde una vivienda. Esta patrulla repelió el ataque, entró al domicilio y localizaron a cuatro ocupantes, uno de los cuales era Ovidio Guzmán. Esto provocó que integrantes del crimen organizado rodearan el inmueble, superaran a las fuerzas del orden y desataran acciones violentas contra la ciudadanía. Momentos después Ovidio fue liberado.






			Al día siguiente la versión fue corregida por el propio Alfonso Durazo, entonces secretario de Seguridad Ciudadana, quien dijo que la información había sido incorrecta, pero que no hubo intención de mentir. Por su parte, el titular de la Defensa Nacional, Luis Cresencio Sandoval, afirmó que “el día de ayer el Gabinete de Seguridad hicimos (sic) un pronunciamiento sobre los actos de violencia que se presentaron en diversas partes de la ciudad. Una vez que nos trasladamos a esta ciudad, conocimos los detalles de la situación que se presentó y los motivos reales que la generaron”. Agregó que “se trató de una acción directa para la captura de un presunto delincuente al contar con orden de aprehensión provisional con fines de extradición emitida por un juez federal” y que “el grupo responsable de esta acción fue personal de la policía ministerial. Este personal, en un afán de obtener resultados positivos, actuó de manera precipitada con deficiente planeación, así como falta de previsión sobre las consecuencias de la intervención, omitiendo además obtener el consenso de sus mandos superiores […] y dar el tiempo que tardaría la obtención de la orden de cateo”. Finalmente reconoció que, “al advertir el alto índice de violencia generalizado que se produjo, este Gabinete de Seguridad decidió ordenar el retiro de las fuerzas del domicilio en la ciudad. Con la acción anterior, el grupo delincuencial suspendió las agresiones y liberó al personal militar que había sido retenido”. También se dijo que el presidente, quien se encontraba en vuelo hacia Oaxaca, no había sido informado. Ocho meses después el presidente aseguró que no solo estuvo informado, sino que fue él quien avaló y ordenó que se suspendiera el operativo y se liberara a Ovidio Guzmán.






			Al paso de los días fue quedando más —o quizá menos— clara la información. Según la crónica de los hechos presentada el 31 de octubre por el general secretario Luis Cresencio Sandoval, a las 15:45 del día 17 se informó al presidente de las actividades desplegadas por la delincuencia en Culiacán y a las 18:49, también por decisión colegiada, se decidió dar por terminada la operación.






			El general secretario reveló en dicha conferencia que el responsable del operativo fallido en Culiacán, que derivó en la liberación de Ovidio Guzmán, había sido el teniente coronel Juan José Verde Montes. Ante las preguntas concretas sobre si ese encargado no tuvo que haber informado y de si había actuado sin una orden de cateo, la respuesta fue que la Fiscalía Militar estaba llevando a cabo una investigación para esclarecer lo sucedido y deslindar responsabilidades: “… ahí está incluido lo de no informar, de no pedir autorización y no esperar respuesta de quien tenía que estar enterado y decidir”. A la fecha no se sabe del resultado de la presunta investigación.






			En esa misma conferencia el presidente López Obrador dijo que el Gabinete de Seguridad había decidido de manera colegiada suspender el operativo.






			La institucionalidad se vio comprometida. No hubo coordinación alguna entre la Secretaría de Seguridad Ciudadana, el Ejército, la Marina, la Guardia Nacional y la Presidencia.






			La intervención de la diputada Lucía Rojas, cuando el secretario de Seguridad Ciudadana compareció ante el Pleno, fue más que elocuente: “Alguien rompió la cadena de mando el jueves 17 de octubre y es enteramente su responsabilidad. Si usted sabía del operativo y no lo detuvo, es usted responsable. Si no lo sabía, es usted responsable. Si le mintieron, es usted responsable, si le ocultaron información, es usted responsable”.






			Se nos ha dicho que desde el inicio de este gobierno todos los días se reúne el Gabinete de Seguridad para recibir información, analizarla y tomar decisiones. Al mismo tiempo, en la citada conferencia matutina se informó que el 9 de octubre salió un operativo de la Ciudad de México hacia Culiacán. En el primer reporte Alfonso Durazo habló de un “patrullaje” de rutina para luego corregir la información y el día 31 de octubre el general secretario Sandoval reconoció que el grupo encargado de la acción omitió “obtener el consenso de sus mandos superiores”.






			O nos mienten y uno de los principales integrantes del Gabinete que reúne diariamente a los titulares de las instituciones que tienen funciones de seguridad nunca estuvo enterado, o no hubo coordinación o un grupo de la policía ministerial se manda solo.






			La incompetencia fue patente. En unas cuantas horas la incursión tuvo que ser suspendida. Al ofrecer detalles de esta acción, López Obrador calificó de fascistoides a quienes cuestionaron la determinación de detener esa operación, lo cual, dijo, reafirmó la vocación pacifista de su gobierno. López Obrador sostuvo que la finalidad era reducir la incidencia delictiva, los homicidios, secuestros y robos, porque antes lo principal era la aprehensión de un personaje famoso.






			La imagen que quedó fue que el gobierno fue desafiado y doblado por las amenazas de un cártel.






			La ilegalidad fue evidente. De acuerdo con el artículo 150 del Código Penal Federal, comete el delito de evasión de presos aquella persona “que favoreciere la evasión de algún detenido, procesado o condenado”. En el caso de Ovidio Guzmán, las imágenes del operativo muestran el momento en que el probable delincuente era sometido y detenido por las fuerzas armadas. Como siempre, se buscó una justificación: “En ningún momento se le detuvo de manera formal”.






			La impunidad innegable. ¿Quién o quiénes fueron los responsables del saldo oficial de la incursión que resultó en ocho muertos y 19 heridos más la fuga de 39 reos federales y 10 del fuero común? ¿En qué quedó la investigación sobre el responsable “intelectual” y los responsables operativos del “Culiacanazo”? ¿Dónde los delincuentes que privaron de su libertad a elementos de la Guardia Nacional y del Ejército? ¿Dónde los que liberaron a los reos del penal de Aguaruto?






			La incongruencia se reveló en todo lo anterior. El gobierno en su conjunto no actuó con base en lo prometido en campaña y sus supuestos principios: ni con la ley en la mano, ni con transparencia, ni llevando a comparecer ante la justicia a quienes cometieron actos indebidos, ni con coordinación institucional, ni con castigo a los culpables.






			LA PANDEMIA DE COVID-19







			El manejo de la crisis sanitaria generó más contagios y más muertes que las que debieron haber ocurrido de haberse llevado a cabo una política distinta. Y no, no juzgo con el beneficio del paso del tiempo, como se sostiene en La marcha de la locura. La sinrazón desde Troya hasta Vietnam, de Barbara W. Tuchman. Juzgo en tiempo real, esto es, con el mucho o poco conocimiento que se tenía al tomar las decisiones elegidas.






			Los efectos de la pandemia se desestimaron desde un inicio. El 4 de junio de 2020 el subsecretario de Salud Hugo López-Gatell declaró que un escenario catastrófico para el país sería llegar a más de 60 000 muertes por la pandemia de covid-19. Cuando dos meses después se llegó a la cifra, atribuyó las muertes a factores como el tabaquismo, diabetes, hipertensión y obesidad, al sistema alimentario, a la desigualdad social, al déficit de médicos, a la corrupción y al discurso de “encono” de las farmacéuticas reproducido por los medios.






			En agosto del mismo año, cuando se alcanzaron las 62 000 muertes, insistió en que se había llegado a una “meseta” y comenzaba el descenso. Vendrían cientos de miles de muertes más.






			En México acabaron por reconocerse 7.6 millones de contagios desde que comenzó la pandemia y hasta mediados del 2023. La última cifra de muertes estimadas por covid-19 ofrecida por el gobierno de México fue de 511 000 decesos. Menor a la publicada por la Organización Mundial de la Salud (OMS) para los años 2020-2021, que fue de 612 000. Con cifras oficiales del gobierno de México, nos colocamos como el quinto país del mundo con mayor número de muertes por covid-19, solo después de Estados Unidos, Brasil, India y Rusia. En 2020 tuvimos también la cifra más alta a nivel global de personal de salud fallecido: 1 320 profesionales. El exceso de mortalidad acumulado para 2023 fue de 644 000 fallecimientos. Recientemente supimos que México perdió cuatro años de esperanza de vida.






			La incompetencia de las autoridades fue palmaria. Primero se negó la existencia de una pandemia diciendo que, en todo caso, estábamos frente a una epidemia. Después se minimizó su gravedad. “No es, según la información que se tiene, algo terrible, fatal. Ni siquiera es equivalente a la influenza”, dijo AMLO. Las primeras muertes a causa de covid-19 se registraron oficialmente el 18 de marzo de 2020. A pesar de esto el presidente insistía el 23 de ese mes: “No dejen de salir, todavía estamos en la primera fase”. Para mostrar la exageración de los medios nacionales e internacionales sobre la facilidad del contagio, el propio presidente se dejó ver en público, en un restaurante, compartiendo los alimentos, abrazado por los comensales y expresando: “Miren, lo del coronavirus, eso de que no se puede uno abrazar; hay que abrazarse, no pasa nada”. Acto seguido, literalmente, le muerde la mejilla a una menor. Llegó a afirmar que lo del coronavirus era pura propaganda.






			Salvo en un viaje a Estados Unidos y por disposición de las autoridades de ese país, nunca durante la pandemia el presidente usó el cubrebocas. Mostraba así su desprecio a la evidencia médica. Tampoco suspendió eventos públicos, giras, conferencias matutinas o reuniones que no obedecieran a una urgencia nacional. La vida pública en Palacio Nacional siguió su curso normal.






			Ya declarada la pandemia, ante la pregunta en una de las conferencias matutinas sobre las medidas de su gobierno para contener el covid-19, el presidente mostró una estampita del Sagrado Corazón de Jesús al tiempo que decía: “El escudo protector es como el detente […] el escudo protector es la honestidad, eso es lo que protege, el no permitir la corrupción […] detente, enemigo, que el corazón de Jesús está conmigo”.






			Finalmente mencionó que estábamos perfectamente preparados para enfrentar el virus. Nunca lo estuvimos. Los hospitales no se dieron abasto, el Seguro Popular ya había desaparecido, al personal médico no se le otorgaron los materiales necesarios ni suficientes para atender a los pacientes, tampoco para resguardarlo de los contagios, se adquirieron y aplicaron vacunas (Sputnik rusa y Abdalá cubana) no avaladas por la OMS. La vacuna que desarrollaría el gobierno mexicano —la Patria— se quedó en promesa y, de administrarse algún día, serviría solo para la primera variante del virus.






			Tampoco hubo recursos extraordinarios para atender la emergencia sanitaria. Según un informe del Instituto Mexicano para la Competitividad (Imco) de 2021, aunque los recursos para el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) crecieron en 2021, esto se debió a las pensiones, no a que se destinara un mayor presupuesto para salud. El gasto en servicios y acciones en este rubro increíblemente decreció, en términos reales: 1.5% para el IMSS y 1.8% para el ISSSTE.






			Por otra parte, tampoco se implementó un programa medianamente robusto para apuntalar a las empresas y a la economía familiar. Mientras que el Reino Unido destinó 19% del PIB para apoyos fiscales, Perú lo hizo en 12% y Chile en 10%, México solo en 0.4%, según el diagnóstico de la organización México ¿cómo vamos?






			De haber tenido un gobierno que creyera en la ciencia y la experiencia, el país no habría tenido tantas muertes innecesarias. Pero la disposición de prestigiosos científicos y médicos de poner al servicio de la emergencia sus conocimientos fue rechazada, por el único pecado de haber servido en administraciones anteriores. En septiembre de 2020 un grupo conformado por seis exsecretarios de Salud ofrecieron al gobierno un dossier en el que plasmaron la necesidad de cambiar la política y un plan nacional de dos meses que incluía 14 recomendaciones perfectamente viables, como la aplicación de 127 000 pruebas semanales —la proporción más baja entre los países integrantes de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE)—, uso obligatorio de cubrebocas, mejorar la cantidad y calidad de datos para focalizar las necesidades, aumentar el presupuesto dedicado a la salud, un plan de coordinación nacional, otro de apoyo económico para el confinamiento, un comité científico para evaluar y discutir las decisiones y una campaña extra de vacunación de influenza.






			Estas simples recomendaciones recibieron una rotunda y burlona descalificación por parte de López-Gatell, subsecretario de Prevención y Promoción de la Salud. Les respondió que por qué no patentaban su receta. El orgulloso subsecretario no necesitaba recomendaciones. Ya contaba con un “Decálogo para salir del coronavirus y enfrentar la nueva realidad”: i) mantengámonos informados; ii) actuemos con optimismo; iii) demos la espalda al egoísmo y al individualismo; iv) alejémonos del consumismo; v) recurramos a la prevención; vi) defendamos el derecho a gozar, del cielo, del sol… y de toda la naturaleza; vii) alimentémonos bien; viii) hagamos ejercicio; ix) eliminemos las actitudes racistas, clasistas, sexistas y discriminatorias; x) busquemos un camino de espiritualidad.






			La información en todos sus aspectos llegó a destiempo, fue deficiente y, sobre todo, alejada de la realidad. Además de minimizar los riesgos de la pandemia, la atención fue tardía, las pruebas de covid no se hicieron en suficiencia, los registros de contagios y muertes fueron alterados, los datos diferían de los proporcionados por los hospitales y organismos internacionales y las cifras se presentaban a modo. Desde luego, a los científicos que presentaban visiones alternativas de lo ocurrido se les acusó de ser conservadores y querer descarrilar al gobierno.






			No solo eso. El gobierno de México ordenó ocultar entre dos y cinco años el contenido de los contratos para adquirir las vacunas contra el covid-19, con el argumento de que había acuerdos de confidencialidad suscritos con las farmacéuticas para no divulgar sus secretos industriales y comerciales. Hasta ahora, las versiones públicas que han liberado las autoridades contienen decenas de hojas censuradas, ocultando información sobre precios por dosis.






			A los anteriores secretos se suma un acuerdo del 24 de diciembre de 2020 realizado por el Consejo de Seguridad Nacional, en el que se declaró a la campaña de vacunación contra el virus SARS-Cov2 como un asunto estratégico de seguridad nacional, con lo que se recomendó reservar toda la información relacionada con los expedientes del plan de inmunización. Esto, con el argumento de que podría ser utilizada por grupos de la delincuencia organizada para “desestabilizar y afectar la operación del programa de vacunación, ya sea sustrayendo las vacunas o ejerciendo algún tipo de violencia”.






			La ilegalidad estuvo presente desde un inicio. A ella se unió la (des)institucionalización. La Constitución y la Ley General de Salud establecen que al Consejo de Salubridad General compete aprobar y publicar en el Diario Oficial de la Federación la declaratoria de emergencia y demás acuerdos que coadyuven con la Secretaría de Salud a “instrumentar las acciones necesarias para enfrentar circunstancias epidemiológicas extraordinarias en el país”, amén de “certificar la calidad de los establecimientos de atención médica, determinar los instrumentos y criterios para tal efecto y determinar las demás enfermedades transmisibles que requieren actividades de vigilancia epidemiológica…”. En abierta violación al orden jurídico, dicho consejo fue convocado hasta el 30 de marzo de 2020, 12 días después de que se registran las primeras muertes.






			Seguramente al secretario y subsecretarios encargados de la pandemia las leyes y los protocolos les estorbaban en la toma de decisiones, haciendo eco de la convicción del presidente de que lo que hace falta es 90% de lealtad y 10% de capacidad, y que este tipo de instituciones semiautónomas, o al menos colegiadas, que obligan a tomar la opinión de los especialistas solo constituyen más burocracia e involucran gastos superfluos. Por ello, el partido del presidente aprobó una modificación a la ley en la que eliminó del seno del Consejo de Salubridad a instituciones como la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), el Instituto Politécnico Nacional (IPN) y la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (ANUIES), entre otras muchas.






			Otra muestra de ilegalidad fue la autorización por parte del IMSS en la prescripción del fármaco Ivermectina en todo el país, a pesar de que ya había sido rechazado por el órgano regulador de medicamentos estadounidense, la Administración de Alimentos y Medicamentos (FDA), además de la Agencia Europea de Medicamentos (EMA) y la OMS.






			Lo peor de este caso fue cuando la Secretaría de Salud de la Ciudad de México adquirió e incluyó la Ivermectina en sus kits anticovid-19 y los entregó a aproximadamente 200 000 personas con resultado positivo en su prueba. Esto, sin conocimiento o consentimiento de los pacientes y con fines de investigación y estadística. Desde luego nunca se les informó que formaban parte de un estudio experimental ni de los posibles efectos secundarios de la ingesta del medicamento.






			Otras ilegalidades fueron el contrato para la adquisición de ventiladores a la empresa de León Bartlett, hijo del director de la Comisión Federal de Electricidad (CFE), Manuel Bartlett, al precio más alto en el mercado y la venta a la Secretaría de la Función Pública (SFP) de pruebas rápidas a un precio tres veces mayor a través de una empresa fantasma.






			Y aquí, a la (des)información, (des)institucionalización, incompetencia e ilegalidad se suma la impunidad, porque nadie fue castigado por los varios delitos cometidos que ameritaban demandas penales. Entre ellos la violación a la Ley General de Investigación para la Salud y el comité de ética, que se pena con tres a cinco años de cárcel, y el conflicto de interés, además de la pérdida de cédula profesional e inhabilitación. No se abrieron carpetas de investigación ni hubo investigación judicial. Los responsables no enfrentaron la justicia.






			También reinó la incongruencia. López Obrador prometió que habría transparencia absoluta en los contratos de vacunas contra el covid-19. “Nosotros no vamos a reservar nada, es transparencia total, absoluta, no tenemos nada que ocultar. A lo mejor es una práctica que venía llevándose a cabo de tiempo atrás, porque hay inercias, pero la instrucción es que se transparente todo lo que hacemos en el gobierno”, declaró la mañana del 12 de enero de 2021. Sin embargo, la orden no se cumplió. Las secretarías de Estado encargadas de negociar y suscribir los contratos ordenaron lo contrario: mantener en secreto la información entre dos y cinco años.






			En suma, en el tratamiento de la pandemia el gobierno mexicano fue en contra de la mayoría de las recomendaciones de la OMS y de países que enfrentaron con más éxito la crisis, es decir, que no sufrieron tan alto índice de fallecimientos.






			Como escribió Héctor Aguilar Camín: “Fueron omisos en el diagnóstico, omisos en la rápida compra de vacunas, omisos en el reforzamiento del sistema de salud, omisos en la pedagogía y en la información oportuna contra la epidemia, omisos en el cuidado de médicos y paramédicos, omisos en el reforzamiento de hospitales y en la convocatoria nacional para atender la emergencia, omisos en la ayuda a las víctimas y a los deudos, omisos en la solidaridad y la compasión”.






			EL HURACÁN OTIS







			En la respuesta del gobierno ante la destrucción del huracán Otis en Acapulco y otros municipios de Guerrero, también estuvieron presentes las seis íes.






			La más evidente de todas ha sido la ineptitud de parte del Ejecutivo. Las autoridades mexicanas reaccionaron 20 horas tarde a las alertas emitidas por el Centro Nacional de Huracanes de Estados Unidos. Desde las 2:00 de la tarde del 23 de octubre el centro avisó que las lluvias fuertes tenían condiciones de huracán. El presidente ni lo mencionó en su conferencia mañanera. No fue sino hasta las 10:00 del día 24 que la Comisión Nacional del Agua (Conagua) indicó que se preveía que la tormenta tropical incrementara a huracán categoría uno. A las 13:00 horas dijeron que era categoría dos.






			A las 14:00 horas del 24 de octubre —10 horas antes de que tocara tierra— el centro estadounidense alertó que Otis había intensificado peligrosamente su velocidad. Tres horas más tarde la alerta avisó que el huracán era categoría cinco y anticipaba una “tormenta potencialmente catastrófica”. A las 20:00 horas el mensaje era “un escenario de pesadilla”.






			La población se mantuvo ayuna de información hasta que a las 8:25 de la noche del 24 de octubre, leímos desde @lopezobrador_ un tuit que decía: “Atento aviso a toda la población de la Costa Grande de Guerrero: De acuerdo con la información disponible se pronostica que el huracán Otis entrará al territorio con categoría 5 entre Acapulco y Tecpan de Galeana de las 4 a las 6 de la mañana. Están en marcha el Plan DN-III-E y el Plan Marina en coordinación con el gobierno del estado. Acepten trasladarse a refugios, mantenerse en lugares seguros: alejados de ríos, arroyos, barrancas y estén alerta, sin confiarse. Nosotros también estamos pendientes”.






			Días después el presidente reconocería que Germán Martínez Santoyo, director general de la Conagua, lo alertó a las 19:00 horas del 24 sobre la categoría cuatro, y posible cinco, y que cuando AMLO estaba escribiendo su tuit pensó en decir: “Viene cañón, pero dije no, con esto basta”.






			El 2 de noviembre se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) la “declaratoria de desastre natural por ocurrencia de lluvia severa, vientos fuertes, inundación fluvial y pluvial el 24 y 25 de octubre en 47 municipios de Guerrero”. La Ley Federal de Protección Civil indica que deberán pasar otros 10 días para tener los recursos disponibles después de la declaratoria. Al día siguiente, sin embargo, el 3 de noviembre, se publicó en el Diario... una nota aclaratoria de la declaratoria de desastre natural que solo incluía a dos municipios: Coyuca de Benítez y Acapulco de Juárez en vez de los 47 municipios. Por lo tanto, según la declaratoria, los eliminados no serían favorecidos con fondos emergentes para acelerar las tareas de reconstrucción.






			Todo ello a pesar de que en la mañanera del 25 de octubre AMLO aceptó que el desastre afectaba a más de dos municipios: “Sí, pegó muy fuerte, muy fuerte el huracán en Guerrero, en la Costa Grande, en Acapulco, en Tecpan, en todo ese tramo de Tecpan a Acapulco, en Coyuca de Benítez, en Juárez y otros municipios, Atoyac, los que están en esa franja…”.






			Más increíble resulta que el 9 de noviembre, 15 días después de la tragedia, se haya publicado en el DOF que se daba por concluida la emergencia en dichos municipios, Acapulco y Coyuca.






			La ineptitud no se redujo a la reacción tardía. El 25 de octubre decidió ir por tierra a Acapulco, cuando él mismo había dicho que había derrumbes y ruptura de caminos. La fotografía de AMLO varado dentro de un jeep del Ejército atascado en el lodo y con militares encima del vehículo se cuenta por sí sola. Al final tuvo que llegar a pie al puerto para reunirse con la gobernadora Evelyn Salgado. Regresó en helicóptero, como debió haber ido. No volvió hasta el martes 7 de noviembre, 13 días después. Ni una sola vez se reunió con los damnificados. Aquí también el presidente acusaba incongruencia: él, quien dice que el pueblo lo protege, no acudió para que el pueblo no le mentara la madre, según reconoció abiertamente.






			No hay más que dos registros visuales del presidente en Acapulco, a pesar de que él sostiene que ha ido “muchísimas veces a Acapulco”. La primera fue la del 25 de octubre —la del jeep militar varado— y la segunda la del 23 de noviembre, cuando la conferencia matutina y la ceremonia conmemorativa se hicieron a bordo del buque Isla Tiburón, en la bahía de Acapulco. Desde ahí refrendó el respaldo del gobierno de México a la población afectada por el huracán. Nada de acercarse a su amado pueblo.






			Más tarde diría que así lo hizo por su obligación de “cuidar la investidura presidencial” que querían manchar sus adversarios. “Es que si voy —porque a mí me gusta decir lo que pienso— si voy y les digo a ustedes: ‘Voy a estar en la colonia Regeneración (sic) en Acapulco’, sí, me van a ir a ver muchos porque… En Renacimiento, exactamente, en Renacimiento o en Emiliano Zapata, me van a ir a ver muchos, porque me quieren como yo los quiero, el pueblo. Pero me van a mandar a 10, 20 provocadores con la televisión”.






			No era la primera vez que esgrimía lo de la investidura presidencial. Lo mismo dijo cuando en enero de 2020 no quiso recibir a integrantes de la Caminata por la Verdad y la Justicia encabezada por Javier Sicilia: “Ellos van a ser respetados y escuchados siempre, nada más que un acto así se presta a que pueda haber una imprudencia, una falta de respeto, y yo tengo que cuidar lo que represento […] tengo que cuidar la investidura presidencial. Como decía Adolfo Ruiz Cortines, ‘no soy yo, es la investidura’ ”.






			La administración de AMLO se ha caracterizado por ignorar a las instituciones correspondientes según sea el caso, y esta vez no fue la excepción. En un acto de completa ilegalidad, AMLO mencionó hasta cuatro días después la integración de las autoridades estatales y locales en el Comité Nacional de Emergencias (CNE), cuando deberían haber estado presentes desde el primer momento de acuerdo con la Ley General de Protección Civil. Esta ley especifica que el CNE es quien debe encabezar la respuesta y no debe depender de decisiones individuales. Sin embargo, el presidencialismo en el que actualmente vivimos no permite que nada se mueva sin que así lo ordene el Ejecutivo.






			Con la respuesta tardía por parte del gobierno se violó el primer punto del Programa Sectorial de Defensa Nacional 2020-2024 respecto de la estrategia para auxiliar a la población civil en casos de desastre mediante la aplicación del Plan DN-III-E. El primer punto de este plan es “mantener una capacidad de respuesta efectiva para garantizar el auxilio inmediato a la población afectada por un desastre, a fin de salvaguardar la vida de las personas y sus bienes”.






			Definitivamente ni las vidas, que al momento de redactar estas líneas, entre muertos y desaparecidos sumaban más de 100, ni tampoco los bienes fueron salvaguardados. Tal vez habría habido mayor eficiencia de las Fuerzas Armadas si no estuvieran ocupadas en tantas tareas fuera de su competencia.






			De la (des)información respecto a las consecuencias del huracán Otis, ni hablar. Basta con decir que supimos de la magnitud de la destrucción gracias a los medios que mandaron a reporteros a cubrir la tragedia. Pero AMLO los llamó buitres, deshonestos, corruptos, inmorales, maiceados, traficantes de la pobreza y del dolor humano.






			El primer discurso informativo “serio” del presidente fue el sábado, cuatro días después de la tragedia. La información fue escasa. Hay presupuesto suficiente porque ya no se roba; hay 39 fallecidos y 10 desaparecidos (hoy 47 y 59), “¡qué suerte!”, dice; se reestableció 55% del suministro eléctrico; repartimos 8 170 despensas y 16 080 litros de agua; llegaron los Servidores de la Nación para hacer el censo casa por casa y vendrán más; ya hay dos centros de acopio; tenemos 14 700 efectivos de las Fuerzas Armadas y se incorporarán otros 1 300; los aeropuertos normalizados; Carlos Slim va ayudar con las comunicaciones; hablamos con bancos y aseguradoras. Cierra: hay que contrarrestar a los conservadores, reaccionarios que solo piensan en ellos, que solo les interesa el poder y el dinero.






			Pero ¿y el número de damnificados, y las condiciones en las que viven, y la insalubridad, y el número de viviendas destruidas, y la violencia entre los vecinos, y los comercios? A los dos días anunciaron que habían llevado 16 000 litros de agua, pero hacían falta 250 000, y que habían repartido 8 000 despensas, pero se necesitaban más de 500 000 dos veces al día. ¿Y los enfermos y los hospitales y los niños y sus escuelas? NADA. No se dice nada sobre planteles educativos, instalaciones gubernamentales y otros servicios básicos que deberían cubrirse en una evaluación integral.






			El 1º de noviembre de 2023 el gobierno dio a conocer un Plan General de Reconstrucción y Apoyo a Población Afectada en Acapulco y Coyuca de Benítez que comprende 16 puntos. Desde incorporar a 10 000 personas a través del programa Jóvenes Construyendo el Futuro que van a trabajar en labores de limpieza, construcción, pintura y otras actividades con un salario mínimo, hasta la entrega de 8 000 pesos para limpieza y pintura a todos los hogares con apego al censo que levantaron los Servidores de la Nación, pasando por créditos a la palabra de 25 000 pesos sin intereses.






			Las medidas del plan pueden tener mérito, pero dada la política de opacidad y la desinformación, no sabemos ni sabremos si se llevarán a cabo. Lo que sí sabemos es que en el Presupuesto de Egresos para 2024 los diputados de Morena, Partido Verde Ecologista de México (PVEM) y Partido del Trabajo (PT) se negaron a destinar una partida específica para la reconstrucción de Acapulco. No podían moverse de la instrucción de que a las iniciativas del Ejecutivo no se les mueve ni una coma. Aun en condiciones absolutamente extraordinarias. Ni un solo recurso etiquetado a pesar de las diversas propuestas de los partidos de oposición. Eso sí, el presidente exigió que el dinero de los extintos fideicomisos del Poder Judicial, que están judicializados, fueran destinados a esos fines.






			El presidente es resiliente al cambio. Para él ni el covid-19, ni la inseguridad generalizada, ni Otis son motivo suficiente para desviarse ni un milímetro de sus dos más grandes estrategias: sus programas sociales —particularmente en año electoral— y la construcción de sus obras estrella. Y así, aunque ningún especialista lo vea probable, él quiere hacer creer a la población que la situación no es tan grave: “El poner de pie Acapulco, lo vamos a lograr pronto, muy pronto, porque se está avanzando bastante, no va a llevar mucho tiempo… ya en la Navidad, las familias van a estar muy contentas en Acapulco”, dijo en su conferencia mañanera del 31 de octubre.






			Y aquí, de nuevo, la incongruencia. El presidente que dice ver por los más pobres, el presidente que trabaja por su pueblo, un día después de la tragedia se fue de gira al Estado de México, porque ya estaba agendada. Ahí anunció a los mexiquenses que tendrían programas apoyo y que la pensión de adultos mayores subiría a 6 000 pesos.






			Tal vez sea muy pronto para hablar de impunidad, pero a juzgar por otros hechos similares no parece que esté en el ánimo del presidente castigar el incumplimiento del deber porque las responsabilidades políticas y administrativas no se encuentran en su catálogo de buen gobierno.






			Sirvan estas primeras líneas para mostrar cómo, con pretendida superioridad moral, se han emprendido acciones y estrategias caracterizadas por la ineptitud, ilegalidad, opacidad, incongruencia, impunidad, y al margen de las instituciones que debieron haberlas emprendido.






			Estamos frente a un gobierno que llegó con altas expectativas, con un discurso reivindicador de las “mejores causas” y que terminará dejando más agravios, más afrentas y más pendientes que esos que dijo querer combatir.
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			(Des)institucionalización






			¡Al diablo con sus instituciones!






			AMLO, septiembre de 2006






			No hay democracia que se sostenga sin instituciones que garanticen los derechos ciudadanos, que regulen la forma de gobierno y la relación entre gobernantes y gobernados.






			Crear instituciones perdurables suele conllevar largos periodos de construcción. Años, decenios, a veces generaciones enteras. Su destrucción puede ocurrir casi de golpe. Suele ser producto de un gobernante voluntarista que se cree el único y legítimo intérprete de lo que el pueblo quiere y necesita. Que concibe a las instituciones, en el mejor de los casos, como una intermediación innecesaria y, en el peor, como un obstáculo a su proyecto de liberación, regeneración o incluso redención nacional.






			Sería una exageración decir que la famosa frase de Plutarco Elías Calles de que México debería cambiar “de la condición histórica de país de un hombre a la de nación de instituciones y leyes” se hizo realidad. México después de la Revolución siguió siendo en muchos sentidos el país de un solo hombre sexenal, pero logró construir instituciones transexenales.






			Más cercana a la realidad fue la afirmación del poder presidencial como suprema autoridad nacional operada por el presidente Lázaro Cárdenas. Una autoridad establecida no con base en los principios de división de poderes con sus correspondientes pesos y contrapesos establecidos en la Constitución, sino en el control de toda fuerza política que pretendiera alguna autonomía. Cárdenas sabía que el apoyo de las masas era el mejor sustento para mantenerse en la presidencia y que encauzar e institucionalizar su participación a través de un partido político era la mejor vía para pacificar el país. Ahí nació el corporativismo de Estado.






			Se suele olvidar que, en este proceso de fortalecimiento de la Presidencia como autoridad central, nunca se desalentó la creación de instituciones que dieron forma a un Estado nacional ni, tampoco, la progresiva ampliación de capacidades técnicas, administrativas y de finanzas públicas.






			El general Cárdenas concentró todo el poder en su persona, pero también se abocó a la construcción de instituciones, en lugar de su destrucción. Entre otras: Petróleos Mexicanos, la Comisión Federal de Electricidad, Ferrocarriles Nacionales de México, el Departamento de la Marina Nacional, el Departamento Autónomo de Asuntos Indígenas, el Banco Nacional de Crédito Ejidal, el Departamento de Salubridad Pública, la Coordinación y Cooperación de los Servicios Sanitarios Federales y Locales de la República, el Instituto de Salubridad y Enfermedades Tropicales, la Secretaría de Asistencia Pública y los Centros de Higiene Rural, el Departamento Autónomo de Prensa y Publicidad de la Presidencia, el Instituto Nacional de Antropología e Historia, el Instituto Politécnico Nacional, El Colegio de México, las Escuelas Nocturnas de Arte para Trabajadores, la Escuela Nacional de Maestros.






			Parecen muy lejanas aquellas efemérides, pero no lo son tanto: polvos de aquellos lodos siguen presentes en el imaginario de lo que nos hemos encontrado en esta segunda década del siglo XXI.






			Guardadas las proporciones históricas que corresponden, las herramientas que utilizó el general Cárdenas, en una situación totalmente distinta a la del México de hoy, resultan inquietantemente contemporáneas. Particularmente la subordinación al Ejecutivo de todos los poderes formales e informales, ya sean correligionarios, integrantes de otros poderes, gobernadores, mandos militares, empresarios u organizaciones ávidas de participar en política por su cuenta.






			En un contexto histórico muy distinto, el presente se parece al sexenio cardenista en lo que se refiere a la concentración y centralización del poder. Las masas de hoy no son obreros, campesinos y pequeños propietarios organizados en confederaciones e incorporados a un partido garantizando así su lealtad en las urnas y después en el Congreso. Lo que hoy tenemos es, si cabe, peor: la encarnación del pueblo en el líder de Morena y la creación de un fuerte apoyo electoral a través de redes clientelares basadas en los programas sociales que provienen de una sola fuente: el presidente, el Gran Benefactor.






			O de qué otra manera se pueden interpretar las siguientes palabras pronunciadas por el presidente: “Ayudando a los pobres va uno a la segura porque ya sabes que cuando se necesite defender, en este caso la transformación, se cuenta con el apoyo de ellos, no así con sectores de clase media, ni con los de arriba, ni con los medios, ni con la intelectualidad, entonces no es un asunto personal, es un asunto de estrategia política”.






			Dentro de un presidencialismo exacerbado que duró hasta finales de los años setenta, los sucesivos gobernantes siguieron creando instituciones acordes con las necesidades nacionales e internacionales en casi todos los ámbitos. Lo único que no se modernizaba en México era la política que pertenecía a un solo partido, y ese partido a un presidente, quien, al finalizar su periodo, daba paso pleno, franco, absoluto a su sucesor. Pasarían casi 60 años para que le tocara su turno a la modernización política.






			El sistema que hizo exitoso al Partido Revolucionario Institucional (PRI) posrevolucionario duró varias décadas, y culminó siendo presa de exigencias venidas desde capas de población cada vez más grandes que reclamaban apertura y cauces democráticos. El movimiento de 1968 y las luchas de años posteriores fructificaron y dieron paso a un curso reformista que se materializó en la tímida reforma política de 1978 y que de a poco transitó al pluralismo político, a un sistema presidencial más democrático y a un gobierno acotado.






			Fue al inicio de los años ochenta que en México fueron cobrando vida las instituciones propias de la democracia: poderes establecidos en la Constitución y los partidos políticos. Poco después vendrían la expansión de organizaciones de la sociedad civil, la “liberación” de los medios de comunicación y la creación de los órganos autónomos. Sin temor a equivocarnos, todas estaban dirigidas a fortalecer la división de poderes y, en particular, a acotar los poderes del presidente.






			Bastaron 20 años —o dos siglos, según como se vea— para que México accediera a lo que se conoce como el concierto de las naciones democráticas. Para 1997 México tuvo su primer gobierno sin mayoría y para el año 2000 su primera alternancia. Por fin el jefe del Ejecutivo accedía al poder por la vía electoral con piso más o menos parejo y ejercía sus poderes, si no conforme a pleno derecho, sí limitado por las instituciones establecidas para ese propósito.






			Con la alternancia en el año 2000 vino otra oleada de construcción institucional. Se manifestó en una transformación de las instituciones políticas formales, en la expansión de los derechos ciudadanos, en la creación de los órganos desconcentrados y de autonomía constitucional, en el avance de la libertad de expresión y en elecciones cada vez más competidas y mejor gestionadas.






			Lo que vivió México fue la acumulación de pequeños y grandes pasos para hacer más efectiva la participación, para ampliar los derechos y para acotar el poder presidencial. Conforme la democracia electoral fue afianzándose y el Congreso poblándose de partidos de oposición, la división de poderes tomó fuerza.






			Se introdujeron reformas como la que permitía que distintos sujetos políticos pudieran interponer acciones de inconstitucionalidad y controversias constitucionales; se ampliaron los derechos y la práctica de judicializar las violaciones a la Constitución; se crearon la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), el Instituto Nacional Electoral (INE), el Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información (INAI), la Comisión Federal de Competencia (Cofece), el Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT) y el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred); proliferaron comisiones independientes en varios organismos públicos como la Comisión Reguladora de Energía (CRE), la Comisión Nacional Hidrocarburos (CNH) o el Instituto Nacional de Evaluación Educativa (INEE). En suma, el espacio de la política se hizo más público y representativo.






			Los pendientes siguieron siendo más que los logros y no podía hablarse de un Estado de derecho robusto, pero íbamos por la ruta correcta: más autonomía de los poderes, más contrapesos, más participación de los órganos reguladores en las decisiones de política pública, más injerencia de la sociedad civil, más pluralidad, más prensa libre, más información, más vigilancia del ejercicio del poder, más rendición de cuentas.






			La frustración con la democracia, que no propició un desarrollo para llevar a México a un estado de mayor bienestar, que no terminó con los privilegios de la clase política y empresarial, que no atendió la corrupción y la impunidad, que siguió operando de manera clientelar y que no se ocupó del rezago en grandes capas de la población, era inocultable. Soportábamos las ineficiencias y vivíamos con los pleitos de una clase gobernante bastante desprestigiada, con diversos momentos de crisis pero que podían dirimirse bajo un marco institucional aceptado por la gran mayoría de la población y de las élites, capaz de procesar los conflictos y de ir avanzando menos rápido de lo que hubiésemos querido, pero avanzando al fin.






			Pensábamos que no había, al menos no explícitamente, nostalgia por el pasado autoritario del siglo XX. Nos equivocamos. Olvidamos que el contacto con el poder excesivo suele provocar en quienes lo ejercen desaforadamente algunas variaciones a sus propias convicciones del pasado.






			El nuevo presidente tendría que haber reconocido, sin glorificarlas, a las nuevas instituciones del sistema político mexicano que él mismo ayudó a crear y que, aunque todavía dejaban y dejan mucho que desear, son las que apuntalan a nuestra democracia.






			Tendría que haber actuado en consecuencia porque, como oposición, fue parte del proyecto para acotar al presidente a través de sujetarlo a la Constitución y las leyes, restarle facultades discrecionales, sustraer de su ámbito de acción ciertas áreas de política pública y vigilar el uso de recursos públicos. Tuvo que ser congruente con su compromiso cuando recibió la constancia de presidente electo de que el Ejecutivo nunca más sería “el poder de los poderes”, ni buscaría someterlos.






			Pero no fue así. Menos de dos décadas y dos alternancias después, llegaron al poder Andrés Manuel López Obrador y Morena con la legitimidad que les dieron los votos. Y con ellos, la vuelta al pasado autoritario que habíamos dejado atrás. Del reformismo democrático regresamos al país de un solo hombre. El nuevo líder renegó del pasado reciente y quiso volver tres o cuatro o cinco décadas atrás.






			He dicho en repetidas ocasiones que, como en los tiempos del periodo clásico del PRI, hay un pastor que dirige a su rebaño.






			Lo ha hecho hasta donde se lo permitió un Congreso primero de mayoría calificada y después de mayoría simple erigiéndose, a pesar de que lo niega, en el pastor que dirige a su rebaño. Lo hizo hasta que el 1º de enero de 2023 llegó a la Suprema Corte una presidenta, Norma Piña, que no estuvo dispuesta a contemporizar con las violaciones a la Constitución. Lo hizo hasta donde han podido resistir los órganos autónomos. Lo hizo hasta donde se lo permite la prensa, la academia y el periodismo de investigación que todos los días contradicen sus ficciones.






			Pero, sobre todo, el presidente lo ha hecho al margen de la ley.






			Fue un despropósito darle el beneficio de la duda, porque nunca ocultó su animadversión hacia las instituciones. Desde que fue jefe de Gobierno del Distrito Federal, el hoy presidente de la República mostró un desprecio hacia ellas y una marcada animosidad a los límites del poder. En sendas entrevistas en Televisa y Milenio Televisión lo dijo con todas sus letras: “Tengo gran desconfianza de los organismos autónomos”. También lo puso de manifiesto en 2006, cuando el INE dio la ventaja a Felipe Calderón en las elecciones presidenciales al pronunciar la frase “al diablo con sus instituciones”. Lo mismo dijo de la sociedad civil, de los medios y de los empresarios. Lo reiteró en su Proyecto de Nación 2018-2024 en el que advirtió que se rediseñaría la administración pública federal para que sirviera al proyecto de transformación definido por él.






			Lo que no sabíamos es qué tan lejos quería mandar a las instituciones y de qué tamaño sería su proyecto de concentración y centralización del poder.






			El ininterrumpido proceso de construcción y fortalecimiento de las instituciones democráticas llegó a su fin. Más pronto que tarde, los partidos de oposición, el Poder Judicial, los órganos autónomos, la prensa, las organizaciones de la sociedad civil y los movimientos que salían de su control serían identificados como obstáculos a su proyecto político. En consecuencia, comenzó su estrategia para desaparecerlos, reformarlos, capturarlos, debilitarlos o anularlos.






			No puedo dejar de recordar que la cantidad de votos con los que en 2018 ganó la presidencia del país, le permitió a Andrés Manuel López hacerse, con todo derecho, del control del Ejecutivo y de la mayoría en la Cámara de Diputados y la de Senadores. Llegó con legitimidad, valiéndose de las instituciones que para ello funcionaron como estaba estipulado. Recibió sin regateos la banda presidencial de manos de Enrique Peña Nieto, y tanto el INE
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